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SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016.  

Comparece Eugenio Ávila Rosa a fin de disputar la 

determinación de la Administración de Corrección de encontrarlo 

incurso en violación de la Regla 6 del Reglamento 7748 de 23 de 

septiembre de 2009, relativa a entorpecer la visibilidad a su área de 

vivienda. Confirmamos.  

En Pueblo v. Falú, 116 D.P.R. 828 (1986), se reconoció que la 

protección de los empleados, personal administrativo, visitantes y los 

mismos confinados obligan a la toma de medidas de seguridad. Por 

ello, los oficiales correccionales deben tener la facultad de crear e 

implementar políticas razonables de registros para detectar y detener 

el contrabando en las instituciones carcelarias. Florence v. Board of 

Chosen Freeholders, 132 S. Ct.1510 (2012). En consecuencia, ausente 

evidencia sustancial que revele que algún oficial ha extremado dichas 
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políticas o que las mismas son injustificadas, los tribunales deben 

conceder deferencia al juicio experto de un oficial. Id. Asimismo, el 

Reglamento Núm. 7748, supra, fue aprobado conforme a los Artículos 

6 (1) del Título II, 18 y 20 del Título VII de la Ley Núm. 116 de 22 de 

julio de 1974, según enmendada por la Ley Núm. 27 de 20 de julio de 

1989, conocida como Ley Orgánica de la Administración de 

Corrección, el Plan de Reorganización Núm. 3 de 1993, y la Ley 

Núm. 170 de 12 agosto de 1988, Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme (L.P.A.U.), 3 LPRA sec. 2101 et. seq. El 

mismos establece las facultades del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación y cumple con el propósito de mantener un ambiente de 

seguridad y orden en las instituciones correccionales de Puerto Rico, 

de modo que las autoridades penitenciarias tengan un mecanismo 

flexible y eficaz para imponer las medidas disciplinarias necesarias a 

aquellos confinados que incurran en violaciones a las normas y 

procedimientos establecidos en la institución.  

Con relación a tal estructura administrativa, el Tribunal 

Supremo ha establecido que las decisiones de los organismos 

administrativos merecen la mayor deferencia judicial pues son éstos 

los que cuentan con el conocimiento y la pericia en los asuntos que les 

son encomendados. Accumail P.R. v. Junta Sub. A.A.A., 170 DPR 821 

(2007); Mun. San Juan v. Plaza Las Américas, 169 DPR 310 (2006). 

Por tanto, “[l]a función principal de la revisión judicial de las 

determinaciones de las agencias con poderes adjudicativos es 

asegurarse que las agencias actúen dentro del marco de la facultad 

delegada por la Asamblea Legislativa y que cumplan con los 

preceptos constitucionales”. López Echevarría v. Adm. Sist. Retiro, 
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168 DPR 749 (2006). Como corolario, el foro judicial no debe 

intervenir con las determinaciones de hechos de un organismo 

administrativo siempre que estén sostenidas por evidencia sustancial 

que surja del expediente considerado a la luz de todas las 

circunstancias. López Echevarría v. Adm. Sist. Retiro, supra, a la pág. 

752.   

En el caso ante nuestra consideración, el recurrente se limita a 

admitir la conducta objeto de su sanción, pero racionalizada en el 

sentido de su alegado desconocimiento de la norma en que se fundó su 

querella. Sin embargo, a poco que se examine el expediente queda 

claro que, tanto los hechos constitutivos de violación, como la 

explicación ofrecida por el confinado, fueron objeto de vista 

administrativa en la cual hubo ocasión de aquilatar dichos aspectos 

como parte de la determinación de los hechos relevantes y en la cual 

se concluyó que el “confinado Eugenio Ávila Rosa declar[ó] durante 

la vista que él había coloc[ado] los rollos de papel en las ventanas”. 

Véase Resolución aneja en el expediente. Al respecto, la referida 

Regla 6 prohíbe utilizar, entre otros, cualquier material para cubrir, 

entorpecer, impedir o limitar la visibilidad en el área de vivienda 

propia o ajena de manera parcial o total. No obstante, la propia 

declaración del señor Ávila Rosa constató su acción violatoria del 

esquema reglamentario de la institución correccional, sin que su 

contención explicativa cobrara relevancia en la adjudicación fáctica de 

la adjudicación.  

De acuerdo a lo antes expuesto, las autoridades carcelarias 

cuentan con amplia discreción para crear e implementar toda 

disposición reglamentaria que se considere necesaria para la 
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consecución del interés del Estado en la seguridad de las instituciones 

correccionales y el proceso de rehabilitación de los confinados. Ello 

comporta que los tribunales concedan gran deferencia a las mismas en 

situaciones donde se pretende revisar sus actuaciones. Cruz Negrón v. 

Administración de Corrección, 164 DPR 341 (2005). El recurso de 

epígrafe no apunta razón concreta y validada sobre las bases del 

expediente administrativo que nos permita descartar el juicio de la 

agencia.  

Por las consideraciones expuestas, se confirma la determinación 

objeto del presente recurso. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


